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CONSULTA 047/2023. Solicitud de informe sobre estructura de costes. Ámbito de aplicación 

de la Oficina de Evaluación Financiera de Castilla-La Mancha.  

 

CONSULTA 

“Mi consulta es si el informe preceptivo sobre la estructura de costes de un contrato de concesión 

de servicios tramitado por este Ayuntamiento y que supera los cinco millones de euros, debe 

solicitarse al Comité Superior de Precios de Contratos del Estado o la Oficina de Evaluación 

Financiera de Castilla-La Mancha. En este último caso, procedimiento para solicitar el informe”. 

 

RESPUESTA 

En respuesta a la consulta planteada, la Oficina de Evaluación Financiera de Castilla-La Mancha 

(OEF-CLM, en lo sucesivo) se regula en el artículo 16 del Decreto 104/2023, de 25 de julio, por 

el que se establece la estructura orgánica y competencias de la Consejería de Hacienda, 

Administraciones Públicas y Transformación Digital: 

“1. La Oficina de Evaluación Financiera de Castilla-La Mancha se configura como un órgano 

técnico adscrito a la consejería competente en materia de Hacienda cuya finalidad es analizar la 

sostenibilidad financiera de los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios y 

emitir, en el ámbito del sector público regional definido en el artículo 4 del texto refundido de la 

Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de 

noviembre, los informes preceptivos previstos en el artículo 333 de la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 

español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 

de febrero de 2014. 

Asimismo, la Oficina de Evaluación Financiera informará la sostenibilidad financiera de otros 

instrumentos de colaboración público-privada de acuerdo con lo que disponga la orden por la 

que se regula su estructura y funciones. 

(…)”. 
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De este modo, la Orden 112/2023, de 19 de mayo, de la Consejería de Hacienda y 

Administraciones Públicas, por la que se regula la organización y funcionamiento de la Oficina 

de Evaluación Financiera de Castilla-La Mancha señala, en el artículo 2.1, que: 

“1. Corresponde a la OEF-CLM, de acuerdo con la normativa básica de contratos del sector 

público, con carácter previo a la licitación de los contratos de concesión de obras y de concesión 

de servicios a celebrar por los poderes adjudicadores del sector público regional, informar 

preceptivamente en los siguientes casos: 

a) Cuando el valor estimado del contrato sea superior a un millón de euros y se realicen 

aportaciones públicas a la construcción o a la explotación de la concesión, así como cualquier 

medida de apoyo a la financiación del concesionario.  

b) Las concesiones de obras y concesiones de servicios en las que la tarifa sea asumida total o 

parcialmente por el poder adjudicador concedente, cuando el importe de las obras o los gastos 

de primer establecimiento superen un millón de euros.  

Igualmente, informará, con carácter previo a su adopción, los acuerdos de restablecimiento del 

equilibrio del contrato, en los casos previstos en los artículos 270.2 y 290.4 de la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre, respecto de las concesiones de obras y concesiones de servicios que hayan sido 

informadas previamente conforme a lo dispuesto en las letras a) y b) anteriores o que, sin haber 

sido informadas, supongan la incorporación en el contrato de alguno de los elementos previstos 

en estas, siempre y cuando el valor estimado del contrato sea superior a un millón de euros”. 

Entre dichas funciones, como podemos observar, no se encuentra la de emitir informe 

preceptivo sobre la estructura de costes, quedando fuera de su ámbito objetivo de actuación. 

Además, el ámbito subjetivo de aplicación de la OEF-CLM se limita, tal y como señalan tanto el 

Decreto como la Orden: “al sector público regional definido en el artículo 4 del texto refundido 

de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2002, de 19 

de noviembre”, quedando fuera del mismo, por tanto, las entidades locales como son los 

Ayuntamientos (como es el caso que nos ocupa). 

Al no encuadrarse dentro del ámbito objetivo, ni subjetivo, de la OEF-CLM, hay que 

preguntarnos si el informe sobre estructura de costes se debe emitir desde algún órgano de la 



 

3 
 

administración regional o, por el contrario, solicitarse directamente al Comité Superior de 

Precios de Contratos del Estado.  

Para responder a ello, es imprescindible remitirnos al Acuerdo 1/2022, de 20 de enero de 2022, 

del Pleno de la Junta Central de Contratación de la Administración de la Junta de Comunidades 

de Castilla-La Mancha (en adelante, JCC). En el citado Acuerdo, el Pleno de la JCC, declaró carecer 

de competencia para emitir el informe preceptivo valorativo de la estructura de costes, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 9.7 del Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por 

el que se desarrolla la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española, 

e indicó que debía recabarse, tal y como indica el citado artículo, del Comité Superior de Precios 

de Contratos del Estado. Los argumentos esgrimidos por el Pleno de la JCC para llegar al citado 

Acuerdo fueron, básicamente, los siguientes que reproducimos a continuación: 

“(…) El artículo 9 del Real Decreto se refiere a un informe preceptivo valorativo de la estructura 

de costes del contrato que el órgano de contratación deberá incluir en su expediente y que 

deberá ser emitido por el Comité Superior de Precios de Contratos del Estado (en adelante, 

Comité). Este Comité es un órgano colegiado que se encuentra dentro de la Junta Consultiva de 

Contratación Pública del Estado (en adelante, Junta Consultiva) (…) 

No obstante, el propio artículo permite que este informe pueda ser recabado “del órgano 

autonómico consultivo en materia de contratación pública, si existiera”. 

(…)  

Corresponde pues analizar la naturaleza de esta Junta Central como órgano consultivo y si puede 

entenderse equiparable a la Junta Consultiva del Estado pudiendo sustituirla en sus funciones en 

aquellos casos previstos legalmente, como es el que ahora nos ocupa. 

La Junta Central se crea a través del Decreto 74/2018, de 23 de octubre, por el que se regula la 

Oficina de Contratación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y el sistema de 

contratación centralizada (en adelante, Decreto 74/2018); este Decreto se modifica 

posteriormente mediante Decreto 78/2020, de 7 de diciembre, y se amplían las funciones de 

aquélla en materia consultiva, definiéndose en su artículo 7.1. como un “órgano colegiado, 

integrado en la Oficina de Contratación, con funciones de carácter consultivo y de asistencia en 
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materia de contratación pública de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La 

Mancha, de sus organismos autónomos y entidades que integran el sector público regional en 

los términos previstos en el artículo 2”. 

Pero, además de estos organismos de ámbito regional, las entidades locales también pueden 

solicitar el asesoramiento de la Junta Central; así, el artículo 7.8., en su párrafo segundo indica 

“También podrán solicitar informes y elevar consultas a la Junta Central, sobre cuestiones de 

carácter general en materia de contratación pública, los representantes de las entidades locales 

del ámbito territorial de Castilla-La Mancha”. 

Con la citada modificación, el Decreto únicamente amplía las funciones de consulta que la Junta 

Central ya tenía en la redacción original del mismo, sin que en ningún caso puedan equipararse 

con las que viene desempeñando la Junta Consultiva a la que se refiere el artículo 328 LCSP, o 

cualquier otra junta consultiva de carácter autonómico en materia de contratación. (…) 

Si en algo puede asemejarse esta Junta Central a la Junta Consultiva únicamente lo es en sus 

funciones de asesoramiento sobre cuestiones de carácter contractual, no correspondiéndole 

otras que las que más allá establece el apartado dos del artículo 7 del Decreto 74/2018, entre 

las cuales no figuran aquéllas que le atribuya la legislación de contratos, como podría ser, en 

este caso, la de emitir un informe preceptivo valorativo de estructura de costes, en el caso en 

que se haya previsto la revisión de precios del contrato. Por otra parte, tampoco cuenta esta 

Junta Central con un órgano similar al Comité a que se refiere el artículo 9.7 del RD 55/2017, con 

conocimiento suficiente en la materia para informar al respecto. (…)”. 

De acuerdo con lo expuesto, y respondiendo a la consulta planteada, el Ayuntamiento desde el 

que se realiza la consulta deberá dirigir la solicitud del informe a que se refiere el artículo 9.7 del 

Real Decreto 55/2017, al Comité Superior de Precios del Estado. 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la 

consulta planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 

EL SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 

CONTRATACIÓN 


